PAGE  
7

INFORME No. 6/10

PETICIÓN P-262-05

ADMISIBILIDAD

JOSÉ DO EGITO ROMÃO DINIZ
BRASIL

15 de marzo de 2010

I.
RESUMEN

1.
El 14 de marzo de 2005, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición alegando la responsabilidad internacional de la República Federativa de Brasil (“el Estado” o “Brasil”), así como del estado de Río de Janeiro, por la supuesta tortura de José do Egito Romão Diniz (“la supuesta víctima”) por parte de un oficial de la policía civil del estado de Río de Janeiro, quien estaba supuestamente tratando de obtener una confesión de la supuesta víctima.  La petición fue presentada por Rogério Nunes de Oliveira y João Paulo de Aguiar Sampaio Souza, ambos Defensores Públicos del estado de Río de Janeiro.

2.
Los peticionarios sostienen que el 22 de agosto de 2004, el oficial de policía Rogério Gomes Pontes llevó a la supuesta víctima al Distrito de Policía No. 134 en la ciudad de Campos dos Goytacazes, Río de Janeiro, supuestamente para confrontarlo con otro testigo. Sin embargo, una vez que llegaron al Distrito de Policía, alegan los peticionarios que el mencionado oficial de policía amenazó verbalmente a la supuesta víctima a fin de forzarle una confesión y luego procedió a golpearlo y patearlo, tomándolo de la cabeza mientras la supuesta víctima se encontraba con esposas, aplastándole varias veces la cabeza contra la pared.  Los peticionarios agregan que las autoridades brasileñas han permitido que estos actos hayan permanecido impunes. Por lo tanto, los peticionarios sostienen que el Estado es responsable por violar los artículos 2, 3 y 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

3.
El Estado afirma que la petición es inadmisible porque no se han agotado los recursos de jurisdicción interna, de conformidad con el artículo 46.1.a de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”).  Al respecto, el Estado afirma que tanto la investigación administrativa como la policial que se llevaron a cabo, fueron archivadas.  Sin embargo, Brasil alega que la decisión judicial de archivar la investigación policial no agota los recursos de jurisdicción interna y observa además que la supuesta víctima no procuró presentar una acción civil por indemnización compensatoria.  Finalmente, el Estado sostiene que la Comisión Interamericana no es competente ratione personae para examinar las demandas contra Río de Janeiro, porque fue la República Federativa de Brasil la que ratificó la Convención Americana el 25 de septiembre de 1992.

4.
Sin prejuzgar los méritos del caso y de conformidad con las disposiciones de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana decide: declarar la petición admisible con respecto a la alegada violación del artículo 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura y, de acuerdo con el principio iura novit curia, la CIDH resuelve también que la petición es admisible con respecto a las posibles violaciones de los artículos 1, 7 y 8 del mismo instrumento; así como con respecto a las potenciales violaciones de los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana, junto con las obligaciones generales establecidas por el artículo 1.1. Asimismo, la Comisión Interamericana resuelve publicar este informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA
5.
La petición se recibió el 14 de marzo de 2005. El 16 de agosto de 2006, la CIDH envió las partes pertinentes al Estado y señaló el plazo de dos meses dentro del cual debería someter sus comentarios.  El Estado envió su respuesta a esta petición el 29 de noviembre y el 1 de diciembre de 2006. Estas comunicaciones fueron debidamente transmitidas a los peticionarios.

6.
La Comisión Interamericana recibió información adicional de los peticionarios el 23 de febrero de 2007, la cual fue debidamente transmitida al Estado.  El Estado, por su parte, envió información adicional a la CIDH el 20 de abril de 2007.  Esta comunicación fue debidamente remitida a los peticionarios.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A.
Peticionarios
7.
Los peticionarios alegan que la Oficina del Defensor Público de Río de Janeiro es una institución dedicada a prestar asistencia legal a quienes no tienen los medios, de conformidad con los artículos 5, LXXIV y 134 de la Constitución Federal de Brasil.  Además, de conformidad con la Carta do Rio de Janeiro, la cual fue el documento final aprobado al concluir la Segunda Conferencia Interamericana de Defensores Públicos, los defensores públicos tienen el deber inherente de denunciar el trato cruel e inhumano y todas las formas de violencia, y luego de agotar todos los recursos internos para la protección de los derechos humanos deben recurrir a otras instituciones nacionales e internacionales para la protección de los derechos humanos.

8.
Los peticionarios alegan que la supuesta víctima, José do Egito Romão Diniz, había sido condenado por un delito y como resultado de ello estaba cumpliendo su sentencia bajo el régimen carcelario semiabierto en la Penitenciaría “Carlos Tinoco da Fonseca”, en la ciudad Campos dos Goytacazes, estado de Río de Janeiro. El 24 de agosto de 2009, los peticionarios informaron que la supuesta víctima fue escoltada por el oficial de policía Rogério Gomes Pontes al Distrito de Policía No. 134, para ser sometido, supuestamente, a una confrontación con otro testigo. Sin embargo, los peticionarios afirman que al llegar al Distrito de Policía, la supuesta víctima fue sometida a torturas en manos del oficial de policía Pontes, a fin de obtener una confesión con relación a otro delito.

9.
De acuerdo a los peticionarios, el oficial Pontes primero amenazó a la supuesta víctima en forma verbal. Afirman que a pesar de las amenazas verbales, la supuesta víctima permaneció determinadamente en silencio.  En consecuencia, los peticionarios alegan que el oficial Pontes comenzó a patearlo y a darle golpes de puño a la supuesta víctima mientras éste permanecía con esposas y que luego le estrelló la cabeza varias veces contra la pared.

10.
Los peticionarios agregan que la esposa de la supuesta víctima, Françoase Domingues Travassos, llegó al Distrito de Policía después que éste había sido torturado y pudo constatar sus lesiones y sangrado, justo antes de que fuera llevado a un hospital.  Luego, de acuerdo a los peticionarios, la señora Travassos constató que la supuesta víctima regresó al Distrito de Policía No. 134, presentando contusiones en su cuello y aún llevaba su camisa ensangrentada después de haber recibido tres puntos en su frente.  Los peticionarios argumentan que el informe forense y las fotografías adjuntas que se encuentran en los archivos de la investigación confirman lo antedicho. A pesar de todo lo mencionado anteriormente, los peticionarios subrayan que la Oficina del Fiscal no actuó con la diligencia debida para investigar y procesar el caso, lo cual llevó a que los peticionarios presentaran una solicitud formal de información el 4 de noviembre de 2004, la cual continúa sin ser respondida.

11.
Los peticionarios agregan que la investigación policial sobre los hechos denunciados en esta petición fue archivada mediante una decisión judicial emitida el 8 de agosto de 2005, con base en la inverosímil conclusión de que la supuesta víctima se había infligido todas sus lesiones. Asimismo, destacan que la decisión judicial que determinó el archivo de la investigación policial no es susceptible de apelación; por lo tanto, alegan que se han agotado todos los recursos de jurisdicción interna, de conformidad con el artículo 46.1.a de la Convención Americana.

12.
En vista de lo anterior, los peticionarios alegan que Brasil es responsable por las violaciones de los artículos 2, 3 y 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

B.
Estado
13.
El Estado afirma que la petición es inadmisible porque no se han agotado los recursos internos que requiere el artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Al respecto, el Estado afirma que la petición fue presentada apenas seis meses después de haber ocurrido los hechos y destaca que de acuerdo al derecho interno la decisión de archivar la investigación policial no agota los recursos.

14.
Brasil sostiene que la decisión judicial de archivar una investigación policial tiene un carácter de rebus sic stantibus, por lo tanto no constituye res judicata, porque si cambian las circunstancias y se presentan a las autoridades nuevas pruebas –incluso por la propia víctima o sus representantes-- la investigación policial puede ser reabierta.

15.
De acuerdo al Estado, el Oficial de la Fiscalía investigó los hechos relacionados con esta petición a través de una medida cautelar (Ação Cautelar de Produção Antecipada de Provas N° 007/PIP/2004) –-a iniciativa de la Oficina del Defensor Público—y también supervisó y examinó la investigación policial realizada sobre este asunto (Inquérito Policial IP 01/04).  La Policía Civil también realizó un procedimiento administrativo interno (Sindicância Administrativa) para investigar si había habido un caso de conducta reprochable por parte de uno de sus oficiales de policía.  Con base en todos estos mecanismos y la información recopilada a través de los mismos, el fiscal entendió que no hubo lugar a tortura, en virtud del hecho de que “las lesiones observadas [en la supuesta víctima] son compatibles con la resistencia presentada durante el arresto y fueron lesiones autoinfligidas”.

16.
En vista de lo anterior, el Estado sostiene que la autoridad judicial competente decidió archivar la investigación policial y los otros procedimientos penales mediante una decisión adoptada el 8 de agosto de 2005.  De igual forma, con base en la decisión judicial antes mencionada, también se archivó el procedimiento administrativo interno, el 24 de agosto de 2005.

17.
Además, el Estado afirmó inicialmente que ni la supuesta víctima ni su familia plantearon una acción civil en procura de una indemnización compensatoria, lo cual confirma aún más que los recursos internos no han sido agotados.  En su posterior comunicación del 20 de abril de 2007, el Estado agregó que en realidad hay dos demandas civiles pendientes por indemnización compensatoria relacionadas con esta petición. Una de ellas fue presentada por la supuesta víctima (No. 2005.014.019070-2) por daños directos y la otra por la cónyuge de la supuesta víctima (No. 2005.014.028111-2) por daños indirectos supuestamente sufridos por ella y por su hijo menor de edad,  João Vitor Travassos Romão.  De acuerdo al Estado, ambos procedimientos judiciales se encontraban aún pendientes ante el juez de primera instancia, y que seguían su trámite regular sin que haya una demora indebida.  Además, Brasil destacó que al no mencionar los peticionarios que existían estos procedimientos en su petición inicial, esto imposibilitó que la Comisión Interamericana rechazara la petición desde el inicio.

18.
Finalmente, el Estado alega que la CIDH no tiene la competencia ratione personae para examinar los reclamos presentados contra uno de los estados federales brasileños, en este caso particular, el estado de Rio de Janeiro.

19.
Con base en estas consideraciones, el Estado solicita a la CIDH que declare esta petición inadmisible, debido a que no cumple con las disposiciones contenidas en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.

IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione personae, ratione materiae, ratione loci, y ratione temporis
20.
Los peticionarios tienen derecho a presentar peticiones ante la Comisión Interamericana, de conformidad con el artículo 44 de la Convención. La petición identifica como su supuesta víctima a José do Egito Romão Diniz, a quien el Estado brasileño acordó respetar y asegurar los derechos consagrados en la Convención Americana.  Al respecto del Estado, la República Federativa de Brasil, ratificó la Convención Americana el 25 de septiembre de 1992, por lo tanto la Comisión Interamericana tiene la competencia ratione personae para examinar la petición.  La CIDH no tiene la competencia ratione personae para atender demandas contra el estado de Río de Janeiro por sí, porque es “el gobierno nacional de dicho Estado parte [federal] [el que] cumplirá todas las disposiciones de la presente Convención relacionadas con las materias sobre las que ejerce jurisdicción legislativa y judicial”, y también deberá “tomar de inmediato las medidas pertinentes, conforme a su constitución y sus leyes, a fin de que las autoridades competentes de dichas entidades puedan adoptar las disposiciones del caso para el cumplimiento de esta Convención [Americana] 
.”

21.
De conformidad con el artículo 23 de su Reglamento, la Comisión Interamericana tiene la competencia ratione materiae para examinar esta petición porque la misma se refiere a supuestas violaciones de un derecho humano reconocido en la Convención Americana, así como en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, tratados sobre los cuales la CIDH tiene competencia ratione materiae.  Las potenciales violaciones descritas en esta petición supuestamente tuvieron lugar bajo la jurisdicción de Brasil, un Estado Parte tanto de la Convención Americana como de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; por lo tanto, la CIDH tiene competencia ratione loci.

22.
Finalmente, la Comisión Interamericana tiene también competencia ratione temporis, porque la petición describe potenciales violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana, la cual fue ratificada por Brasil el 25 de septiembre de 1992; así como por la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, que fue ratificada por el Estado el 20 de julio de 1989.

B.
Otros requisitos de admisibilidad
1.
Agotamiento de los recursos internos
23.
De conformidad con el artículo 46.1 de la Convención Americana, para que una petición sea admitida por la Comisión Interamericana, los recursos ofrecidos por la jurisdicción interna deben haber sido agotados de conformidad con los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. El segundo párrafo del mencionado artículo establece que esas disposiciones no se aplicarán cuando la legislación interna no ofrece el debido proceso para la protección del derecho en cuestión, cuando a la supuesta víctima se le ha negado acceso a los recursos ofrecidos por el derecho interno o cuando ha habido un retardo injustificado en la decisión final sobre los mencionados recursos. 
24.
La CIDH señala que en casos de tortura --delito enjuiciable de oficio en Brasil-- el recurso adecuado y efectivo es normalmente una investigación criminal y un juicio.  En este caso es un hecho no controvertido que la decisión del tribunal de archivar la investigación policial fue emitida el 8 de agosto de 2005.  Sin embargo, las partes no están de acuerdo con respecto a si dicha decisión agotó efectivamente los recursos de jurisdicción interna de conformidad con el artículo 46.1.a de la Convención Americana.

25.
Con respecto a este asunto, la CIDH ha mantenido en forma reiterada que en Brasil una decisión judicial para archivar una investigación policial es final, porque no está sujeta a una apelación legal
.  En realidad, de conformidad con la legislación brasileña, específicamente el Código de Procedimiento Penal, no se puede apelar una decisión judicial de archivar una investigación policial
.  En consecuencia, una vez que se ha adoptado esta decisión judicial, para los fines de admisibilidad, los recursos internos han sido agotados.

26.
Por cierto, como lo ha reiterado constantemente la Comisión Interamericana, la única posibilidad que ofrece el derecho penal brasileño para reabrir el archivo de una investigación policial es si hubiere nuevas evidencias relacionadas al caso, de conformidad con el artículo 18 del Código de Procedimiento Penal
 y la Síntesis (Súmula) 524 del Supremo Tribunal Federal
.  En otras palabras, conforme a lo señalado por el Estado, la decisión de archivar una investigación policial no constituye res judicata, porque se trata de una decisión que puede ser sujeta a reconsideración si hubiere nuevas evidencias.  Sin embargo, la CIDH considera que este tipo de decisión resulta en que se hayan agotado los recursos internos porque no es susceptible de una apelación judicial
.
27.
Con base en los argumentos precedentes, la Comisión Interamericana concluye que los recursos internos se agotaron el 8 de agosto de 2005 cuando se adoptó la decisión judicial de archivar la investigación policial.  En consecuencia, se ha cumplido el requisito establecido por el artículo 46.1.a de la Convención Americana.

2.
Plazo para la presentación de la petición
28.
El artículo 46.1.b de la Convención Americana requiere que las peticiones sean presentadas dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha de notificación de la decisión definitiva.  La CIDH observa que esta petición fue presentada antes de que se agotaran los recursos internos; sin embargo, la Comisión Interamericana observa que, en principio, una decisión de si se han cumplido o no los requisitos de admisibilidad debe ser adoptada en el momento en que se aprueba el informe de admisibilidad.  Por lo tanto, la presente petición cumple el requisito establecido en el artículo 46.1.b de la Convención Americana.

3.
Duplicación de procedimiento y res judicata internacional
29.
El expediente del caso no indica que el representado en esta petición tiene pendiente algún otro procedimiento de arreglo internacional, o que es sustancialmente el mismo que otra petición anteriormente estudiada por la Comisión Interamericana o por cualquier otra organización internacional. En consecuencia, se han cumplido los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.

4.
Caracterización de los hechos alegados
30.
Para los fines de admisibilidad, la Comisión Interamericana debe determinar si los hechos alegados en la petición tienden a establecer que ha habido una violación de los derechos garantizados por la Convención Americana, como lo requiere el artículo 47.b, o si la petición debe ser rechazada como “manifiestamente infundada” o “sea evidente su total improcedencia”, de conformidad con el artículo 47.c de la Convención Americana.  Los criterios para evaluar estos puntos son diferentes a los aplicados para determinar los méritos de una petición. A esta altura de los procedimientos, la CIDH debe hacer una evaluación prima facie, no para establecer si hubo o no una violación de los derechos humanos sino para examinar si la petición presenta hechos que tienden a establecer una posible violación de un derecho garantizado por la Convención Americana.  Este examen no significa prejuzgar o adoptar una opinión preliminar sobre los méritos del caso
.
31.
La Comisión Interamericana observa que, si se prueba la veracidad de los reclamos del caso relacionados con la responsabilidad directa de un agente del Estado, miembro de la Policía Civil de Río de Janeiro, por torturar a la supuesta víctima, podría tender a establecer violaciones de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  Sin embargo, la CIDH tiene presente que los artículos 2 y 3 del mencionado instrumento son disposiciones que simplemente definen el concepto de tortura e indican quién podría ser considerado un perpetrador.  Teniendo presente lo anterior, la Comisión Interamericana decide que los reclamos de los peticionarios relacionados con los actos realizados intencionalmente por un funcionario público que actúa en tal carácter, y que potencialmente constituirían tortura,  tienden a establecer una violación de los derechos garantizados por el artículo 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; y de conformidad con el principio iura novit curia, conforme a los artículos 1, 7 y 8 del mismo instrumento, así como el artículo 5 de la  Convención Americana, en conjunto con la obligación de respetar los derechos allí garantizados, de conformidad con el artículo 1.1.

32.
Además, si se prueban los reclamos relacionados con la falta de diligencia debida ocurrida durante la investigación penal, éstos podrían tender a establecer que ha habido violaciones de los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, junto con la obligación de respetar los derechos allí garantizados, de conformidad con el artículo 1.1.

33.
En conclusión, la CIDH decide que la petición no es “manifiestamente infundada” ni es “evidente su total improcedencia”, por lo que declara que los peticionarios han cumplido prima facie los requisitos establecidos por el artículo 47.b. de la Convención Americana con respecto a potenciales violaciones de los artículos 1, 6, 7 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, así como los artículos 5, 8, y 25 de la Convención Americana, junto con el artículo 1.1 del mismo instrumento internacional.

V.
CONCLUSIONES

34.
La Comisión Interamericana concluye que es competente para examinar los méritos de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Con base en las consideraciones previas de hecho y de derecho, y sin prejuzgar los méritos del caso,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a las presuntas violaciones de los derechos protegidos en el artículo 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura;

2.
Declarar admisible la presente petición, de conformidad con el principio iura novit curia, con relación a las potenciales violaciones de los derechos protegidos  por los artículos 1, 7 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura;

3.
Declarar admisible la presente petición, de conformidad con el principio iura novit curia, con relación a las potenciales violaciones de los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana, junto con el artículo 1.1 de ese instrumento;
4.
Notificar a las partes la presente decisión;

5.
Continuar con el análisis de los méritos del caso;

6.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 15 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión.
� De conformidad con el artículo 17.2.a del Reglamento de la CIDH, el miembro de la Comisión Interamericana, Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en las deliberaciones ni en la votación sobre el presente informe.


� Convención Americana, artículos 28.1 y 28.2.


� CIDH. Informe No. 37/02, Admisibilidad, Caso 12.001, Simone André Diniz, Brasil, 9 de octubre de 2002, párrafos 25-27; Informe No. 80/05, Caso 12.397, Inadmisibilidad, Hélio Bicudo, Brasil, 24 de octubre de 2005, párrafo 27; Informe No. 41/07, Petición 998-05, Admisibilidad, Lazinho Brambilla da Silva, Brasil, 23 de julio de 2007, párrafo 57; e Informe No. 118/09, Petición 397-04, Inadmisibilidad Nelson Aparecido Trindade, Brasil, 12 de noviembre de 2009, párrafo 22.


� CIDH. Informe No. 80/05, Caso 12.397, Inadmisibilidad, Hélio Bicudo, Brasil, 24 de octubre de 2005, párrafo 28; e Informe No. 41/07, Petición 998-05, Admisibilidad, Lazinho Brambilla da Silva, Brasil, 23 de julio de 2007, párrafo 57.


� Este artículo establece que: “Después que una autoridad judicial, con base en la falta de fundamentos de un reclamo, ha ordenado que se archive una investigación, la autoridad policial podrá iniciar una nueva investigación si surgieren nuevas evidencias.”


� Súmula 524 disipa cualquier ambigüedad del Código de Procedimiento Penal al establecer que "Una vez que se archive una investigación policial, de conformidad con una decisión judicial emitida a pedido del fiscal, no se podrá iniciar una acción penal si no se han presentado o surgido nuevas evidencias.”


� Informe de la CIDH No. 80/05, Caso 12.397, Inadmisibilidad, Hélio Bicudo, Brasil, 24 de octubre de 2005, párrafo 28; Informe No. 41/07, Petición 998-05, Admisibilidad, Lazinho Brambilla da Silva, Brasil, 23 de julio de 2007, párrafo 57; e Informe No. 118/09, Petición 397-04, Inadmisibilidad, Nelson Aparecido Trindade, Brasil, 12 de noviembre de 2009, párrafo 23. Véase también Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Garibaldi c. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie C No. 203, párrafos 49-51.


� Informe de la CIDH No. 21/04, Petición 12.190, Admisibilidad, José Luís Tapia González y otros, Chile, 24 de febrero de 2004, párrafo. 33; e Informe No. 61/09, Petición 373-03, Admisibilidad, Josenildo João de Freitas Jr. y otros, Brasil, 22 de julio de 2009, párrafo 36.





